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CONFIRMA 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Radicación Nro. :
66001318700220160007901

Accionante:

AFP PROTECCIÓN (En representación de JORGE ARLEX HENAO BETANCOURT)

Accionado:
DEPARTAMENTO DE RISARALDA
Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que concedió el amparo solicitado

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:   
DERECHOS DE PETICIÓN, DEBIDO PROCESO Y HABEAS DATA / CERTIFICACIÓN TIEMPOS LABORADOS VÁLIDA PARA EXPEDICIÓN DE BONO PENSIONAL. “La representante judicial de la accionada se mostró inconforme con lo resuelto, y al efecto sostuvo que esa entidad ha adelantado todas las gestiones tendientes a que se logre constituir la prueba supletoria que acredite el pago a CAJANAL de los referidos periodos, y por tanto no ha quebrantado los derechos fundamentales del tutelante. Sostuvo que si bien está dando cumplimiento a lo ordenado, en su criterio ello da lugar a que se incurra en el delito de falsedad ideológica en documento privado, y en todo caso lo dispuesto extralimita la órbita del juez constitucional, por cuanto se comprometen recursos públicos con una obligación que no debe asumir el Departamento de Risaralda. Para la Sala, en contraposición a lo aseverado por la impugnante, lo decidido por el fallador de instancia es acertado, toda vez que el Departamento de Risaralda si bien ha adelantado varios trámites tendientes a obtener los soportes del pago de los anotados períodos de labores, los mismos han resultado infructuosos, tanto así que hasta el momento nada se ha solucionado al respecto, por lo que el señor JORGE ARLEX continúa con su historia laboral incompleta, lo que le ha impedido no solo obtener el bono pensional sino también acceder a la pensión que aspira. Ello sin contar que la actuación se ha prolongado durante más de 3 años, puesto que el primer requerimiento de PROTECCIÓN con ese propósito data de diciembre 13 de 2013. Se sabe que ni CAJANAL ni la UGPP, ni ninguna entidad de las que han sido requeridas tanto por PROTECCIÓN como por el Departamento de Risaralda cuenta con los soportes requeridos, y entonces no puede permanecer en el tiempo de manera indefinida la falta de definición de la pretensión del accionante, cuando no es él el responsable de la situación que ahora se presenta. Es evidente entonces que por parte de la Gobernación sí se afectaron los derechos fundamentales que fueron amparados por el juez a quo, el de petición por cuanto hasta el momento no se han resuelto de fondo las múltiples solicitudes que se han presentado tanto para la expedición de la certificación laboral como para la entrega de los soportes de pago, el debido proceso por cuanto se ha dilatado de manera injustificada el trámite para obtener su bono pensional y en consecuencia la prestación económica respectiva, y al habeas data por cuanto la información que reposa en su historia laboral se encuentra incompleta y no es acorde con la realidad. Por tanto, el amparo es procedente al ser la vía más efectiva para obtener la protección de esas garantías constitucionales.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diez (10) de febrero de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N° 101
                                                      Hora: 10:15 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada del Departamento de Risaralda frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela interpuesta por la AFP PROTECCIÓN en representación del señor JORGE ARLEX HENAO BETANCOURT. 
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela se pueden concretar así: (i) en marzo 17 de 1995 el señor JORGE ARLEX HENAO BETANCOURT se trasladó del régimen de Prima Media con Prestación Definida al de Ahorro Individual administrado por PROTECCIÓN S.A., razón por la cual tiene derecho a obtener un bono pensional conforme con lo establecido en el artículo 113 de la Ley 100/93; (ii) de acuerdo con la potestad establecida en el Decreto 656/94, PROTECCIÓN inició las acciones para la reconstrucción de historia laboral válida para la emisión del bono, y por ello ha requerido en múltiples oportunidades -diciembre 13 de 2013, junio 01 de 2015, diciembre 23 de 2015 y agosto 26 de 2016- al Departamento de Risaralda, entidad para la cual el señor HENAO BETANCOURT trabajó entre septiembre 01 de 1975 y enero 24 de 1993, a efectos de que expidiera la certificación laboral respectiva, la cual se ha negado a emitir debido a que faltan los recibos de pago de los periodos comprendidos entre julio 01 de 1976 hasta enero 31 de 1977; (iii) la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público asume el tiempo laborado en el sector público, siempre y cuando se evidencie que la entidad pública efectuó los aportes a CAJANAL, y tengan los soportes correspondientes con el sello, de lo contrario éstos deben ser financiados directamente por el empleador, el cual debe proceder a la expedición de la certificación laboral válida para tal efecto; y (iv) en este caso pese a las gestiones adelantadas por PROTECCIÓN no ha sido posible obtener los referidos soportes, en consecuencia la expedición de la historia laboral está a cargo del Departamento de Risaralda, ente que con su conducta omisiva vulnera los derechos fundamentales del señor JORGE ALEX.
Acorde con lo anterior solicita el amparo de los derechos fundamentales a la seguridad social, al mínimo vital, al habeas data y al debido proceso, los cuales han sido vulnerados por el departamento de Risaralda; y, en consecuencia, se le ordene a esa entidad territorial presentar dentro del término de 48 horas, los soportes del pago efectuado a CAJANAL con el sello de recibido para los periodos comprendidos entre julio 01 de 1976 y enero 31 de 1977, y en caso de no tenerlos, expedir de manera urgente y prioritaria la certificación de tiempos laborados con los requisitos exigidos para la generación del bono pensional.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, despacho que corrió traslado a la entidad accionada, la cual se pronunció en los siguientes términos:
La apoderada del Departamento de Risaralda indicó que la entidad que representa ha dado respuesta de fondo, en forma precisa y adecuada a todos las peticiones presentadas por la AFP PROTECCIÓN, y le ha informado cada una de las gestiones que se adelantan en esa entidad territorial a efectos de que sean validados los aportes realizados por el Departamento a la extinta CAJANAL, y de esa manera la Nación pueda asumir esos tiempos para el reconocimiento y pago de los bonos pensionales.

El Departamento firmó convenio con la extinta CAJANAL para la prestación de servicios médico asistenciales y reconocimiento y pago de prestaciones económicas para sus empleados por los periodos de febrero 01 de 1967 y enero 31 de 1977; no obstante, la Nación ha objetado el pago de los mismos al no contarse con los soportes correspondientes.

Dentro de las labores realizadas para que los tiempos certificados por el Departamento sean reconocidos por la Nación, se requirió a la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público con ese propósito, pero dicha entidad indicó que se requiere la copia de los recibos de pago, documentos con los que ya no cuenta ese ente territorial ni están en los archivos físicos de CAJANAL, por lo que como último mecanismo solicitó las declaraciones a las que hace referencia la Ley 50/86, y para constituir dichas pruebas se ha solicitado el acompañamiento de la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría Regional y la Delegada para Asuntos del Trabajo y Seguridad Social en Bogotá, y se ofició a la Notaría Quinta de Pereira, por lo que próximamente se dará inicio a la toma de dichos testimonios.

Lo pretendido por la accionante es que mediante un mecanismo que para el caso es improcedente, se asuman tiempos de servicios a favor de su afiliado sin justificación razonable alguna, máxime que no se ha evidenciado que exista vulneración de derechos fundamentales, y por el contrario se ha dado respuesta a todos sus requerimientos.
Exigirle al Departamento de Risaralda que aporte como prueba una documentación que no tiene en sus archivos, sería condenarla a algo imposible; por tanto, solicita negar la acción.  
3.2.- El despacho de primer nivel accedió al amparo deprecado y tuteló los derechos fundamentales de petición, debido proceso y habeas data del señor JORGE ARLEX HENAO BETANCOURT, y en consecuencia ordenó al Departamento de Risaralda, por intermedio del Gobernador, que en el término de 15 días hábiles contados a partir de la notificación del fallo, procediera a expedir la certificación en la que se asuman los tiempos laborados por dicho ciudadano, durante el periodo comprendido entre julio 01 de 1976 y enero 31 de 1977, la cual deberá ser válida para bono pensional.
4.- IMPUGNACIÓN
La apoderada de la entidad accionada indica que el Departamento de Risaralda ha dado trámite a la expedición del certificado de información laboral en cumplimiento a la orden impartida por el juez a quo, pese a no ser el responsable de asumir los tiempos de servicios del señor JORGE ARLEX HENAO BETANCOURT. No obstante, solicita se revoque la sentencia y se absuelva de responsabilidad a ese ente territorial, para lo cual reitera los argumentos expuestos en la contestación de la demanda y agrega:

No es cierto como lo sostiene el juez de primer nivel que la última comunicación efectuada por esa entidad haya sido de junio 09 de 2016, por cuanto de conformidad con las pruebas aportadas al proceso se puede observar el oficio de agosto 12 de 2016 suscrito por el Director de Recursos Humanos del Departamento de Risaralda, y el de agosto 22 de 2016 dirigido al mismo funcionario..
Si lo pretendido por el juez era proteger el derecho de petición, pese a que el Departamento de Risaralda ha adelantado las gestiones correspondientes a constituir las pruebas necesarias para certificar los pagos realizados a CAJANAL durante el periodo reclamado, la orden extralimita la órbita constitucional ya que se comprometen recursos públicos, que por demás no debe asumir esa entidad estatal.

No es aceptable la afirmación hecha por el funcionario de primer nivel en cuanto a que el Departamento ha sido inferior a su compromiso de enmendar la historia laboral del tutelante, pues se ha informado y demostrado las actuaciones adelantadas a efectos de que la Nación asuma los tiempos cotizados a la extinta CAJANAL, trámite que es dispendioso.
Pese a las gestiones adelantadas no ha sido posible llevar a cabo las pruebas testimoniales que tienen como propósito el reconocimiento de los tiempos cotizados al no haberse podido conseguir los comprobantes de pago con el respectivo sello, ya que las entidades adscritas al Ministerio Público se han negado a acompañar el proceso de pruebas supletorias que fue sugerido en su momento por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en agosto 12 de 2016 se solicitó a esta última entidad citar a una reunión en conjunto con la Oficina de Bonos Pensionales, el Ministerio de Salud y Protección Social y el PAR CAJANAL, con el fin de defender el convenio suscrito con la extinta CAJANAL, con la copia del mismo y los documentos que registran su existencia.

Ese ente territorial no puede modificar los certificados de información laboral como lo pretende la accionante, pues se incurriría en el delito de falsedad ideológica en documento privado. 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde a la Colegiatura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por el juez de primera instancia, y de acuerdo con la impugnación presentada establecer si en realidad fue errada la decisión del a quo en cuanto ordenó a COLPENSIONES dar cumplimiento a la Resolución GNR 294557 de septiembre 24 de 2015.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
. 

En el caso sometido a estudio la AFP PROTECCIÓN en representación del señor JORGE ARLEX HENAO BETANCOURT y en ejercicio de la facultad consagrada en el artículo 20 del Decreto 656/94, solicitó la protección de los derechos fundamentales a la seguridad social, al mínimo vital, al habeas data y al debido proceso del referido ciudadano, quien se encuentra afiliado a ese fondo pensional, los cuales han sido vulnerados por el Departamento de Risaralda al no suministrar los soportes de los pagos efectuados a CAJANAL con el respectivo sello, en el periodo comprendido entre septiembre 01 de 1975 a enero 31 de 1977, tiempo que laboró para esa entidad territorial, los cuales son necesarios para la expedición del bono pensional correspondiente, y tampoco ha emitido la certificación que requiere para obtener el citado bono.

Con fundamento en lo anterior solicitó que por intermedio de la acción constitucional se ordenara al Departamento de Risaralda presentar los soportes de pago mencionados o expedir la certificación en la que consigne los tiempos laborados en el referido periodo, de los cuales no tiene soporte CAJANAL.

Al respecto el juez de primer nivel consideró que la entidad accionada sí estaba quebrantando los derechos fundamentales de petición, debido proceso y habeas data del señor HENAO BETANCOURT; por tanto, dispuso que el Departamento de Risaralda, por intermedio del Gobernador, en un término de 15 días hábiles procediera a expedir la certificación de los tiempos laborales por el periodo comprendido entre julio 01 de 1976 y enero 31 de 1977 válida para bono pensional.

La representante judicial de la accionada se mostró inconforme con lo resuelto, y al efecto sostuvo que esa entidad ha adelantado todas las gestiones tendientes a que se logre constituir la prueba supletoria que acredite el pago a CAJANAL de los referidos periodos, y por tanto no ha quebrantado los derechos fundamentales del tutelante. Sostuvo que si bien está dando cumplimiento a lo ordenado, en su criterio ello da lugar a que se incurra en el delito de falsedad ideológica en documento privado, y en todo caso lo dispuesto extralimita la órbita del juez constitucional, por cuanto se comprometen recursos públicos con una obligación que no debe asumir el Departamento de Risaralda.
Para la Sala, en contraposición a lo aseverado por la impugnante, lo decidido por el fallador de instancia es acertado, toda vez que el Departamento de Risaralda si bien ha adelantado varios trámites tendientes a obtener los soportes del pago de los anotados períodos de labores, los mismos han resultado infructuosos, tanto así que hasta el momento nada se ha solucionado al respecto, por lo que el señor JORGE ARLEX continúa con su historia laboral incompleta, lo que le ha impedido no solo obtener el bono pensional sino también acceder a la pensión que aspira. Ello sin contar que la actuación se ha prolongado durante más de 3 años, puesto que el primer requerimiento de PROTECCIÓN con ese propósito data de diciembre 13 de 2013.

Se sabe que ni CAJANAL ni la UGPP, ni ninguna entidad de las que han sido requeridas tanto por PROTECCIÓN como por el Departamento de Risaralda cuenta con los soportes requeridos, y entonces no puede permanecer en el tiempo de manera indefinida la falta de definición de la pretensión del accionante, cuando no es él el responsable de la situación que ahora se presenta.
Es evidente entonces que por parte de la Gobernación sí se afectaron los derechos fundamentales que fueron amparados por el juez a quo, el de petición por cuanto hasta el momento no se han resuelto de fondo las múltiples solicitudes que se han presentado tanto para la expedición de la certificación laboral como para la entrega de los soportes de pago, el debido proceso por cuanto se ha dilatado de manera injustificada el trámite para obtener su bono pensional y en consecuencia la prestación económica respectiva, y al habeas data por cuanto la información que reposa en su historia laboral se encuentra incompleta y no es acorde con la realidad. Por tanto, el amparo es procedente al ser la vía más efectiva para obtener la protección de esas garantías constitucionales.
Al respecto en la sentencia T-810/08 se dijo: “[…] De conformidad con lo anterior, debe recordarse que esta Corporación en numerosas oportunidades ha concedido la tutela por demora en la emisión del bono pensional en los casos en los que la dilación perjudica derechos fundamentales de quien ha alcanzado los requisitos establecidos por la ley para solicitar la pensión y sin embargo no se le concreta el reconocimiento efectivo del mencionado derecho […]”.
Lo decidido por el funcionario tiene soporte no solo en la sentencia
 de la H. Corte Constitucional citada en esa determinación, sino también en los fallos STP6165-2015 y STP 10101-2016 de la H. Corte Suprema de Justicia, en los cuales se ha indicado la obligación de las entidades que vulneran los derechos fundamentales al negar la expedición del certificado laboral requerido para la emisión del bono pensional, cuando se argumenta que los documentos que soportan los datos no reposan en los archivos, sin que se haya adelantado ninguna gestión para reconstruir la información y sin tener en cuenta que esta información reposa en archivos de otras dependencias de la misma entidad, y que además el titular de los datos ofrece prueba suficiente de la misma.
En esas condiciones, debe decirse que en el presente caso, más allá de las razones presupuestales que invoca el Departamento de Risaralda para abstenerse de expedir la certificación que se reclama, está claro que no es cierto que emitir un documento de esa naturaleza sería una falsedad ideológica, porque se tiene certeza que la persona sí trabajó en esa entidad durante ese periodo, como figura en su historia laboral, e incluso por parte alguna se ha sostenido lo contrario. De todo lo cual se infiere que durante ese periodo se pagaron los aportes a seguridad social que correspondían; luego entonces, lo única que falta es que se asuma el pago de los mismos por no contarse con los soportes respectivos pese a las gestiones adelantadas, circunstancia que como ya se dijo no es endilgable al accionante, y en todo caso están de por medio los derechos fundamentales de éste, los cuales deben ser protegidos por intermedio de este mecanismo constitucional.
En esas condiciones, la Sala confirmará la determinación objeto de recurso, toda vez que se encuentra ajustada a derecho.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela objeto de este proferimiento.
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

�� Sentencia T-629 de 2008.


� Sentencias T-592/13.
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